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7. Por escrito presentado el 22 de marzo de 1988, el Ministerio
Fiscal interesa que, de acuerdo con lo dispuesto en los arts. 86.1 Y 80 de
la LOTe y 372 de la L. E. c., se diete Sentencia otorgando al antparo.
En este sentido, pone de relieve que en las actuaciones hay constancia
de que:~ ,recurrentes en .amparo fueron e~~lazados ante el Juzgado
de Instrueeton el 15 de abril de 1987, producrendose la comparecencia
~onal en el rollo de don Francisco Barreiro AMo; el apelante fue
atado para la vista de apelación. no apareciendo, sin embargo, que se
hiciera la misma citación de los hoy demandantes; y, finalmente.
notificada la Sentencia condenatoria. es denegada la nulídad de actua­
ciones s.0l.icitada por los actores mediante Auto de 17 de ~osto de 1987
al prohibirlo expresamente el arto 240 de la Ley Orgánica del Poder
J~dicial (LOPJ). Consecuentemente. sostiene que, confonne a la doc­
tnoa de este Tnbunal, contenida en la Sentencia 54/1985, de 18 de abril.
y Auto 8/1984, de 11 de enero, ha de entenderse producida la
vulneración del arto 24 C. E. y reconocerse, a tenor de los dispuestQ en
el 3rt. 55.1 LOTC, el derecho de los recurrentes a que se celebre
nuevamente la vista de la apelación, previa su citación en tiempo y
fonna.

8. Por providencia de 5 de junio de 1989 la Sala acuerda señalar el
dia 8 del mismo mes y año para la deliberación y votación de la presente
Sentencia.

IL FUDdameD!OS juridieos

L La pretensión de amparo que se fonnula en la demanda del
presente recurso tiene como fundamento la infracción del arto 24 de la
Constitución, luego concretada por los recurrentes al. evacuar el trámite
de alegaciones en la lesión de diversos derechos reconocidos en los
párrafos 1 y 2 del mencionado precepto, que se atribuye a la Sentencia
lIDpUgnada del Juzgado de Instrucción de CarbaUo al condenar a los
actores en segunda Í1l5tancia sin haberles proporcionado dicho órgano
judicial la oportunidad de previa audiencia, ya que, pese a estar
~nados en.el recurso, omitió su citación para la correspondiente
V1sta de apelación que se celebró sin su asistencia.

2. La cuestión planteada en los términos expuestos ha sido objeto
de ~versas ~lucion~de este Tribunal que conforman un Cuerpo de
JunsprudenCla consolidada De acuerdo con tal doctrina, contenida.
entre otras, en las SSTC 1I4{1986, de 2 de octubre, 1I2{1987, de 2 de
julio, 66{1988, de.t4 de abril y 53{1989, de 22 de febrero, debe
considerarse, en pnmer lugar, que es elemento integrante del derecho
fundamental a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C. E.), no sólo el
ao.-eso al procc:so y ~ los recursos legalmente establ~do~l sino también
el adecuado ejerciCIO del derecho de audiencia bilateral para que las
parte~ d~l 'proceso PDed;an.hacer valer sl;ls derechos e intereses legítimos.
El. pnnctplo de contradiCCión en cualqUIera de las inStl\.i:lcias es además
e~encia imprescindible del derecho al proceso con las 'garantíaS
debuias ~art. 24.2 c.. E.), para cuya observancia adquiere una si~
relevancta constitUCional el deber Que incumbe a los órganos judiciales
de hacer posible Que las partes puedan adoptar la conducta procesal que
estimen conveniente a través de los oportunos actos de comunicación
~blecidospor la Ley Procesal. De esta manera sólo la incomparecen­
cta en el proceso o en el recurso debida a la voluntad expresa o tácita
~ !a parte, o .po~ .neglicencia in.c:xeu~ble a ella imputable. podría
justificar, en prInCipIO, una resolUCIón «inaudita parte».

En ~ndo térm!no, singulannente en el ámbIto penal, el principio
acusatono, el conocnnientQ de la imputación formulada y la interdic­
ción de la condena.sin la posibilidad de alegar contradictoriamente los
ar¡um~tos pertinentes, y, en su caso, las pruebas de descargo ha de
pranttzarse, conforme al arto 24.2 C. E. tanto en el juicio de primera
mstancia como en la apelación.

Sala Segunda. Sentencia 110/1989, de 12 de junio. Recurso
de amparo 1.293/1987. Contra Auto de la Sala Sexta del
Tribunal Supremo, desestímatorio de recurso de súplica
interpuesto contra Auto anterior declarando desierto el
recurso de casación preparado por el hoy recurrente.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela por notifica-
ción defectuosa. .

la Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Rubio Uorente, Presidente; don Antonio Troyol SerTa, don
Eugenio Díaz Eimil, don Miguel. Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don
José Luis de los Mozos y de los Mozos y don Alvaro Rodríguez Bereijo,
ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.293/87, promovido por don Pedro
Díez Domínguez, representado por el. Procurador de los Tribunales don

Consecuentemente, la citación, en la medida en que hace posible la
comparecencia del destinatario y la defensa contradictoria de las
pretensiones, no constituye un mero requisito de forma para proceder a
la realización de los subsiguientes actos procesales. sino que representa
un instrumento ineludible para la observancia de las mencionadas
garantías constitucionales del proceso, cuya efectividad ha de ser
asegurada por el órgano judicial.

3. En el presente caso el examen de las actuaciones a que se contrae
el recurso de amparo revela que, interpuesto por don Eliseo Suárez Vila
recurso de apelación contra la Sentencia del Juzgado de Distrito, de
fecha 28 de febrero de 1987, que le condenaba como autor de la falta de
imprudencia enjuiciada, se personaron como apelados ante el Juzgado
ad quem los hoy demandantes de amparo don Francisco Barreiro Añón
y doña Blandina Añón Graña, en virtud de comparecencia de 21 de abril
de 1987, diligenciada en el correspondiente roUo. Por propuesta de
providencia de 29 de junio del mismo año, se señala el 17 de julio
siguiente para la celebración de la vista de apelación; y si bien se acuerda
la citación de todas las partes, sólo hay constancia. sin embargo. de que
dicha comunicación: se hace al Ministerio Fiscal y al Procurador que
representaba al apelante. pero no a los mencionados apelados. FinaJ.­
mente; la vista se celebra el 17 de julio de 1987 con la sola presencia del
Ministerio Fiscal. que pide la confinnación de la Sentencia de primera
instancia, y de la parte apelante. que solicita su revocación; y sin la
asistencia de los apelados. que se vieron privados de la oportunidad de
alegar frente a la impugnación que sirvió de base a la estimación del
recurso y a la condena impuesta. objeto de la solicitud de amparo.

La falta de citación observada. ya sea por error o por olvido, en
cualquier caso no atribuible a los actores. para la audiencia de éstos en
un acto o trámite de tanta importancia como es la vista de la apelación
en el juicio de faltas, en la que. conforme a los arts. 987 L. E. er. y 15
del Decreto de 21 de noviembre de 1952, habían de aducirse las razones
fundamentadoras de la defensa de los apelados, entraña no sólo una
infracción de la ley ordinaria, sino la vulneración de los derechos
fundamentales a la tutela judicial efectiva, sin indefensión, y a un
proceso con las garantías debidas. merecedora del amparo constitucional
solicitado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR LA
AUTORiDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo promovido por don Francisco Barreiro
Añón y doña Blandina Món Graña, y en su virtud:

1.0 Anular la Sentencia de 17 de julio de 1987 del Juzgado de
Instrucción de Carballo rollo de apelación 30{1987.

2.0 Restablecer a los demandantes de amparo en su derechoa a la
tutela judicial efectiva y a un proceso con todas las garantías, retrotra­
yendo las actuaciones del mencionado recurso de apelación al momento
de las oportunas citaciones, para que. efectuada la correspondiente
comunicación a los actores, se celebre nueva vista.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a ocho de junio de mil novecientos ochenta y
nueve.-Francisco Tomás y Valiente.-Femando García-Mon y Gonzá­
lez-Regueral-CaTlos de la Vega Venayas.-Jesús I...eguina Villa-Luis
López Guerra-Vicente Gimeno Sendra.-Finnados y rubricados.

Fernando Gómez Carvajo y Maroto y dirigido por el Letrado don
Silverio Femández Polanco. contra el AutQ de la Sala Sexta del Tribunal
Supremo de 21 de julio de 1987. en cuanto desestimatorio del recurso
de súplica interpuesto contra el Auto de la propia Sala de 10 de junio
del mismo año, por el que se declaró desierto el recurso de casación
prepar.uio por el hoy demandante contra la Sentencia de la Magistratura
de Trabajo núm. 27 de las de Madrid de 23 de febrero de 1987. Ha
comparecido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don
Alvaro Rodríguez Bereijo, quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Registro General de este Tri~u:"~al el
día 8 de octubre de 1987, el Procurador de los Tribunales don P'~rnandü

Gómez Carvajo y Marota, actuando en nombre y representación de don
Pedro Diez DoII1ÍDgUeZ. interpuso recurso de amparo contra el Auto de
la Sala Sexta del Tribunal Supremo de 21 de julio de 1987, en cuanto
desestimatorio del recurso de súplica interpuesto contra el Auto de l.l
propia Sala de 10 de junio del mismo año. por el que se declaró desierto
el recurso de casación preparado pOr el demandante de amparo contra
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la Sentencia de la Magistratura de -Trabajo núm. 27 de las de Madrid de
23 de febrero de 1987.

2. Los bechos en que se fundamenta la demanda de amparo son,
en síntesis. los siguientes;

a) Con fecha 16 de marzo de J987 y contra la Sentencia de la
Magistratura de Trabajo nüm. 27 de las de Madrid de 23 de febrero
anterior se ínterpuso por la representación del demandante de amparo
escrito preparando, para ante la Sala Sexta del Tribunal Supremo,
recurso de casación, al amparo de lo dispuesto en el art. 166.4 de la Ley
de Procedimiento Laboral.

b) El día 14 de julio de 1987 y, dado que el Letrado que firmaba
el anterior escrito, en el que expresamente se señalaba a efectos de
notificaciones el domicilio sito en la calle Santa Catalina, 7, 3.°
izquierda, de Madrid. no había recibido el emplazamiento preceptivo
para formalizar el recurso ante la Sala Sexta del Tribunal Supremo, se
personó en la Secretaria de dicha Sala para interesarse por la tardanza
en el emplazamiento. siéndo1e notificado el Auto de 10 de junio de 1987.
por el que se declaraba desierto el recurso de casación preparado, por
haber «dejado transcurrir la parte recurrente el término del emplaza­
miento sin comparecer ante esta Sala» (razonamientojurídico único del
expresado Auto).

Al afirmar que el letrado a quien, se había de emplazar no lo había
sido, se le mostró taIjeta de acuse de recibo -con fecha de recepción de
26 de marzo de 1987- en el que aparecía un ~o,al parecer rúbrica
ilegible, y debajo la palabra «SeCretariP. No tiguraba ni nombre, ni
documento nacional de identidad, ni siquiera firma que pennitiese
averiguar qué persona había estampado este signo ilegible.

c) Tnterpuesto recurso de súplica con fecha 16 de septiembre de
1987, se notificó a la pane Auto de 21 de julio anterior, de$estimatorio
del mismo, fundándose en que «las alegaciones que el recurrente en
súplica expone para justificar su falta de emplazamiento efectivo en la
instancia para comparecer ante esta Sala enrecuno de, casación por
infracción de Ley, carecen de la virtualidad jurídica necesaria para la
acogida de aquél, puesto que, según consta en los Autos, lo fue por
correo certificado con acuse de recibo, emplazamiento del que se hizo
cargo persona que debajo de su firma ilegible puso secretaria» (razona­
miento jurídico único del referido Auto).

3. La fundamentación en Derecho de la demanda de amparo es, en
resumen, como sigue:

a) El Auto impugnado ha violado, a juicio del demandante de
amparo, el art. 24 de la Constitución en una doble vertiente: de una
parte, se ha producido una vulneración del derecho a obtener la tutela
judicial efectiva, sin que en ningún caso pueda producirse indefensión;
de otra, se ha producido una vulneración del núm. 2 del inelicado
precepto constitucional, ya q~ todos tienen derecho a un proceso con
todas las garantías.

b) El derecho a la tutela judicial efectiva no queda ínt~mente

salvaguardado si se limitan o impiden los recursos C<?rFespondientes en
los distintos órdenes jurisdiccionales. En eSle senudo, y en el caso
debatido, al impedir el acceso al recurso de casación, el art. 24 de la
Constitución ha sido infringido.

c) Tal y como se ha llevado a cabo la notificación es i~posible
saber quién es la persona. que recibió el certi:fi~do contemendo ~l
emplazamiento pm:a formalizar el recurso de casaClOn preparado. La Vlll
utilizada, es decrr, la modalidad de certificado con acuse de recibo, está
prevista por el arto 32 de la Ley de Procedimiento Labo~, P?~ ello no
se cuestiona,. continúa argumentando el actor, que el medto uulizado no
sea el previsto legalmente, ni siquiera que tal medio no sea el adecuado;
ahora bien, una tarjeta con un signo o garaoato ilegible no puede dar fe
de ningún tipo de recepción. Este extremo ya estaba perfectamente
delimitado en Iajurisprudencia preconstitucional del Tribunal Supremo.

El acuse de recibo, como documento en el que va a constar la
fehaciencia de la recepción de la notificación de que se trate, debe estar
correctamente cumplimentado. Cumplimentación que no es correcta y,
por tanto no puede dar fe de la recepción de la notificación, cuando en
el aoortado «firma» consta un signo ilegible e inidentificable que deja sin
posibilidad alguna de conocer la identidad de quien lo ha recibido. De
nada sirve el que debajo de ese signo ilegible figure la palabra
«SeCretaria», puesto que aun en el, caso de que pusiera «el intere~o»,
seguiríamos sin la certeza necesana y trascendental acerca de qmen ha
recibido el certificado.

De te.:!o 10 anteriormente expuesto, concluye el recurrente, se deduce
que el acuse de recibo no estuvo debidamente cumplimentado? co.n 10
que la finalidad que se perseguía -como es la de tener constancIa Clerta
de ~Ul.: el emplazamiento para formalizar el recurso de casación se ha
recioido por la persona Que debía recibirlo- deyiene a~ totalmente
frustrada. Frustración que por sí sola debe prodUClr la nubdad absoluta
de! emolazamiento, por cuanto éste no se ha realizado con las garantías
debidas, al faltar un requisito esencial cual es el de la firma de la persona
Que lo haya recibido.

En consecuencia, al tomar como base el Auto impugnado una
notificación que ha sido incorrecta -más aún, nula- contraviene de
forma clara el derecho a la tutela Judicial efectiva,. y no habiendo llegado
a poder del Letrado el sobre certificado que contenía el emplazamiento
para formalizar el recurso de casación, se ha producido una clara
indefensión al no poder formalizar el m~smo.

d) Finalmente, afirma el recurrente que dificilmente podría impu~
tarse a su conducta ser la causa de la indefensión por él sufrida, pues,
ante la demora en la notificación, su parte se personó en la Sala Sexta
del Tribunal Supremo al objeto de recabar información acerca del
emplazamiento -momento en que se les indica que ya había transcu­
rrido el plazo por no haber compare<:ido en tiempo oportuno-. Esta
actitud muestra por sí sola su mterés en formalizar el recurso de
casación.

4. Por providencia de la Sección Segunda de este Tribunal de 13 de
enero de '1988 se acordó poner de maniñesto al demandante de amparo
v del Ministerio Fiscal la posible existencia de las siguientes causas de
inadmisibilidad:

1.& La del 3rt. 50.1, a), en relación con el 44.2, ambos de la Ley
Orgánica del Tribunal Constitucional, por presentación de la demanda
fuera de plazo; debiendo justificar, en todo caso, la parte demandante la
fecha de notificación de la resolución que puso fin a la VÍa judicial.

2.& La del a.rL 50.1, b), en relación con el 44.1, e), los dos de la
mísma ley Orgánica, por no aparecer que se hubiera invocado en el
previo proceso judicial el derecho constitucional alegado como vulne­
rndo.

3.& La del arto 50.1 b), en relación con el 49.2 a), ambos de la
indicada Ley Orgánica., por no acompañarse con la demanda el
documento acreditativo de la representación del solicitante de amparo,
ya que lo presentado fue una copia no adverada.

Presentados en tiempo y forma por el recurrente y el Ministerio
Fiscal sus respectivos escritos de alegaciones, la Sección Segunda, por
providencia de 29 de febrero de 1988, acordó admitir a trámite la
demanda de amparo y solicitar del excelentísimo señor Presidente del
Tribunal Supremo la remisión por la Sala Sexta de certificación o
fotocopia debidamente adverada de las actuaciones correspondientes al
roUo fonnado bajo el núm. 1.735/87, para sustanciar el recurso de
casación deducido frente a la Sentencia de la Magistratura de Trabajo
núm. 27 de las de Madrid, así como de esta Magistratura la remisión de
certificación o fotocopia adverada de las actuaciones correspondientes a
los autos tramitados ante la misma bajo el núm. 65/86, debiendo
emplazar previamente, para que -en el plazo de diez días pudieran
comparecer en sede constitucIOnal a Quienes fueron parte en la VÍa
judicial.

5. Recibidas las actuaciones reclamadas, por providencia de 4 de
mayo de 1988, la Sección Primera acordó, de confonnidad con lo
dispuesto en el arto 52.1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional,
dar vista de las actuaciones recibidas por plazo común de veinte días a
la representación del solicitante de amparo y al Ministerio Fiscal, para
que formularen las alegaciones que tuvieran por convenientes.

6. Dentro del plazo concedido en la providencia últimamente
citada el demandante de amparo ratificó y reiteró los fundamentos de
Derecho invocados en la demanda de amparo y que resumidamente ban
sido expuestos en el antecedente tercero.

Por escrito presentado el día 9 de junio de 1988, el Fiscal ante el
Tribunal Constitucional pidió se diete sentencia otorgando el amparo
solicitado. Para fundamentar tal solicitud expuso la doctrina de este
Tribunal sobre la forma en que deben efectuarse los emplazamientos y
en general las notificaciones y citaciones para que produzcan sus efectos
sin causar indefensión. De acuerdo con dicha doctrina constitucional. en
el presente .caso, según el Ministerio Fiscal, no puede decirse que el
Tnbunal Supremo subsanara la defectuosa comunicación del servicio de
Correos pues, todo lo contrario, en sus Autos declarando desierto el
recurso de casación trata de justificarla aduciendo que debajo de la firma
ilegible de quien nribió el emplazamientO se puso «SeCTetaria». Ello, ni
justifica la identificación de dicha persona, ni garantiza que el interesado
recibiera el referido emplazamiento, por lo que tenerlo por desistido del
recurso de casación en tales circunstancias es privarle de un recurso sin
justificación razonable, lesionándose su derecho a una tutela judicial
efectiva y causándole indefensión.

7. Mediante providencia de 17 de abril de 1989 se señaló para
deliberación y votación el dia 5 de junio siguiente, nombrándose
Ponente al Magistrado don Alvaro Rodriguez Bereijo.

11. Fmulameo'" jurldieos

1. Tiene por objeto el presente recurso de amparo, como ha
Quedado reflejado en los antecedentes de esta sentencia, el Auto de la
Sala Sexta del Tribunal Supremo, de 21 de julio de 1987, por el Que se
desestimó el recurso de súplica interpuesto contra el Auto de la propia
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Sala, de 10 de junio anterior, por virtud del cual se declaró desierto el
recut'SO de casación deducido por el demandante de amparo, al no haber
comparecido éste en el ténnino del emplazamiento. Alegado por el
recurrente ante el Tribunal Supremo que su Letrado. cuyo domicilio fue
señalado a efecto de notificaciones, no había recibido de cédula de
emplazamiento alguna y que el acuse de recibo de correo certificado que
se encuentra unido a las actuaciones, dadas las irregularidades que
presenta, no acredita la recepción de la cédula y, por tanto, tampoco la
práctica del emplazamiento, su tesis es rechazada por el Tribunal
Supremo en el Auto de 21 de julio de 1987, por entender que la
constancia en las actuaciones de un acuse de recibo en el que consta que
del emplazamiento «Se hizo cargo persona que debajo de su fIrma
ilegible, puso secretarla», es bastante para acreditar la recepción por el
interesado del correspondiente acto proces:a1 de comunicación.

Según el demandante de amparo. al adoptar tal decisión el Tribunal
Supremo ha incurrido en vulnéración del derecho a obtener la tutela
judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 de la Constitución) y el
derecho a un proceso publico con todas las garantias (art. 24.2 de la
Constitución). La ínvocación que se hace del derecho a un proceso
publico con todas las ~tías lo es por relación con el derecho a
obtener la tutela judicial efectiva, en la medida en que, según el
recurrente, al no practicarse el emplazamiento con todas las garantías
que exigen las leyes procesales, su emplazamiento ha sido ineficaz,
impidiéndole comparecer dentro de plazo ante el Tribunal Supremo y
cerrándole de este modo el acceso al recurso, con infracción del arto 24.1
de la Constitución. Por ello, nuestro examen debe limitarse al estudio de
si. como aduce el demandante, efectivamente se ha infringido dicho
precepto constitucional al haber sido vulnerado su derecho a obtener la
tutela judicial efectiva,pues aun cuando el emplazamiento se haya
efectuado sin el cumplimiento de todos los requisitos exigidos legal­
mente.. si de ello no se derivó desconocimiento para el actor de su
emplazamiento, en ningún caso podría sostenerse que ha resultado
vulnerado el citado derecho fundamental· COn la consiguiente inde-
fensión. '

2. Como reiteradamente ha afinnado este Tribunal, forma parte del
derecho fundamental a obtener la tutela judicial efectiva el acceso a los
medios de impugnación que las leyes procesales establecen, infringién­
dese el indicado derecho cuando el órgano judicial niega o impide la
posibilidad real de revisión por razones no fundadas en Derecho, no
explicadas o debidas a un error patente; es decir, cuando, pese a la
procedencia legal del recuno, éste se hace imposible sin justificación
razonable (SSTC 43/1985, 81/1986, 87/1986. 59/1988 y 36/1989\ o
cuando se imposibilita la obtención de una resolución de fondo
rechazándolo a limine o se declara caducado el derecho de recurrente a
obtenerla con fundamento en una simple irregularidad fonnal subsana­
ble -art. 11.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial- (SSTC 46/1989 y
62/1989).

Dicho lo anterior, conviene recordar que el derecho a la defensa y la
correlativa interdicción de la indefensión, establecidos en el arto 24.1 de
la Constitución, comportan la posibilidad de que sus titulares puedan
hacer valer ante el órgano judicial competente sos derecho e intereses
legítimos. De ahf la especial trascendencia de los actos de comunicación
del ~o judicial con las partes, pues en tal caso el acto de
comumcación es el necesario instrumento que facilita la 4efensa en el
_ de los derecbos" intereses cuestionados (STC 36/1987); se trata.
pues, con dichos actos de comunicación, de garantizar la defensa de las
partes, de tal manera que su falta o deficiente realización, siempre que
se fustre la finalidad con ellos perseguida. coloca al in~o en una
situación de indefensión, que es lesiva del derecho fundamental citado
cuando la falta de comumcación no tiene su causa en la pasividad o
negligencia. del interesado que adquirió conocimiento del acto o resolu~
ción por otros medios distintos (SSTC 9/1981, 1/1983, 22/1987, 7211988
y 205/1988~

Por todo ello el emplazamiento y citación han de ser realizados por
el Óf8aD.o judicial con todo el cuidado y respeto de las normas procesales
que regulan dichos actos de comunicación, como deber específico
integrado en el de la tutela judicial efectiva (STC 157/1987), dado que
no son un formalismo, smo una ,garantía para las partes en el
procedimiento y una carga que corresponde llevar a cabo al órgano
judiciaL integrante del contenido esencial del derecho·consagrado en el
art. 24 de la Constitución (STC 3711984).

En oonsecuencia, es esencial a los referidos actos de comunicación la
recepción de la 'cédula por el destinatario y la constancia en las

15605 CORRECCION de errores en el texto de la sentencia
número 93/1988. de 24 de mayo de 1988. del Tribunal
Constitucional, publicada en el S)qJ/emento al «Boletin
OfICial del Estado» número 143. de 15 de junio de 1988.

Advertidos errores en el texto de la sentencia número 93/1988 de 24
de mayo de 1988, 4e1 Tribunal Constitucional, publicada en el 'suple­
mento al «Boletín OfíciaL del Est.ad.o», numero 143, de 15 de junio de:
1988, se transcnben a continuación las oportunas correcciones:

actuaciones, a salvo de los casos de citación por edictos, de que se ha
entregado a quien debe recibirla. siempre con la finalidad de que,
llegando a poder del interesado, pueda éste disponer de su defensa (STC
1j1983). por ello, nuestras normas procesales y, en concreto, el art. 271
de la ley Orgánica del Poder judicial, aun cuando permiten que los actos
de comunicación puedan practicarse por medio de correo, del telégrafo
o de cualquier otro medio técnico, condicionan su utilización a la
constancia de su práctica y de las circunstancias esenciales de la misma.

3. En el presente caso, para el emplazamiento del recurrente en
casación, hoy demandante de amparo, se remitió la cédula de notifica­
ción y emplazamiento por correo certificado con acuse de recibo al
domicilio señalado al efecto, cuyo acuse de recibo consta unido a las
actuaeiones y en el que en el espacio destinado a la finna del destinatario
aparece una ilegible y debajo la palabra «secretaria». El demandante de
amparo sostiene que su entonces Letrado, titular del domicilio señalado
para notificaciones.. no recibió aquella cédula y que, ademas, la forma
en que aparece cumplimentado el acuse de recibo no acredita su
recepción; por el contrario, la Sala Sexta del Tribunal Supremo, en su
Auto de 21 de julio de 1987, afinna lo contrario.

El 3rt. 27 de la Ley de Procedimiento Laboral exige, para las
notificaciones Que no se realicen personalmente al interesado, que
consten las circunstancias personales de quien recibió la notificación y
su relación de parentesco o vecindad con el interesado. Este requisito,
según ha afirmado este Tribunal en su reciente STC 41/1989 (funda­
mento jurídico 1.0, no puede eludirse por el hecho de realizar.\e la
notificación por cotreo certificado con acuse de recibo: pues, si bien esta
forma de notificación está prevista en el art. 32 de la ley de Procedi­
miento Laboral; requiere, para que surta efectos legales, las mismas
garantías de seguridad y certe7.a sobre la personalidad de quien recibe la
notificación, que las exigidas por el arto 31 de la propia Ley «en todos
los casos en que la diligencia no se entienda con el interesado».

Es cierto que en el supuesto. debatido, dada la forma en que se
cumplimentó el acuse de recibo, no se han cumplido con exactitud los
reqwsitos que paJ:a la notificación y emplazamiento exige la legislación
proceSal laboral (ar!. 30.2 de la LPL). pero eUo no ha significailo. en el
presente caso; que el destinatario no recibíera la correspondiente cédula
y, por ello, que no tuviera conocimiento del emplazamiento que se le
hacia. En efecto, está plenamente acreditado que la citada cédula fue
recibida por la secretaria en el despacho profesional del Letrado director
del demandante de amparo -titular del domicilio que se señaló a efectos
de notificaciones-, por más que, al no hacerse constar en el acuse de
recibo otros datos que la firma de quien recibió la cédula y su relación
con el destinatario -«Secretaria»-, no conozcamos el nombre ni el
estado del receptor. Asi, pues. el recurrente pudo y debió tener
conocimiento del emplazamiento que se le hacía para comparecer en el
término del mismo, y así lo ha entendido el órgano judicial a cuya
fijación de· hecho hemos de atenernos al no habemos ofrecido el
solicitante de amparo razones como para poder estimar arbitraria esa
decisión; de modo que si tal no ocurrió, por una negligencia de una
persona a su servicio (arts. '31 de la LPL y 268 de la LE.C), ello es
unicamente imputable a una conducta poco diligente de la parte y no
directamente a una acción u omisión del órgano judicial, tal y como
exige el art. 44.1 b) de la ley Orgánica de este Tribunal.

Por todo ello, la postenor decisión de la Sala Sexta del Tribunal
Supremo, ahora recurrida en amparo, no ha vulnerado el derecho
fundamental a la tutela judicial efectiva, sin indefensión del art. 24.1 de
la Constitución·.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado.

Pubüquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estad~.

Dada en Madrid, a doce de junio de mil novecientos ochenta y
nueve.-Francisco Rubio Uorente.-Antonio Truyol Serra.-Eugenio Díaz
Eimil.-Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los
Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Firmados y rubrica­
dos.

En la portada. columna unica, párrafo 3, primera línea, donde dice:
«Sala Segunda. Recurso de amparo número 709/1987. Sentencua
número 93/1988, de 24 de mayo.», debe decir: «Sala Segunda. Recurso
de amparo numero 709/1987. Sentencia 94/88, de 24 de mayo».

En. la página 7, pnmera columna, párrafo 3, primera linea, donde
dice: «Sala Segunda. Recurso de amparo número 709/1987. Sentencia
número 93/1988, de 24 de mayo.», debe decir: «Sala Segunda. Recurso
de amparo numero 709/1987. Sentencia número 94/1988, de 24 de
mayo.».


